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      La génesis del movimiento juntista




       




      La presencia de las fuerzas napoleónicas en España en 1808, el cautiverio posterior del rey Fernando VII y su reemplazo por el hermano de Napoleón, José Bonaparte, fueron factores decisivos en el cambio político que se produjo no sólo en la península Ibérica, sino también en sus dominios americanos.




      La «eclosión juntista», como la ha llamado Manuel Chust, estalló en diferentes zonas del continente americano y tuvo amplias consecuencias, que en el caso chileno culminaron en la jornada del 18 de septiembre de 1810, si bien el movimiento político había comenzado a desarrollarse un par de años antes.




      El gobierno de Francisco Antonio García Carrasco (1808-1810) surgió en medio de las dificultades y no logró mejorar su situación en los años siguientes. De hecho, la sucesión en el gobierno produjo una disputa entre el propio García Carrasco, quien fundaba su derecho al cargo por su antigüedad militar, mientras la audiencia reclamaba el cargo de gobernador para su regente. Aunque finalmente se impuso García Carrasco, su mandato fue problemático. Era un militar más bien rústico, ajeno a la aristocracia dominante y que alteró las costumbres de su antecesor, Luis Muñoz de Guzmán (1802-1808), quien solía organizar fiestas y reuniones con el sector dirigente. El gobernador se vio implicado en el asunto del Scorpion, una fragata que, con el pretexto de cazar ballenas, se dedicaba al contrabando de productos ingleses, lo cual contribuyó a minar su prestigio.




      La posición generalizada de los chilenos ante la monarquía fue en principio de clara fidelidad. Cuando llegaron las noticias a mediados de 1808, tanto de la exaltación de Fernando VII al gobierno como de su destitución por parte de Napoleón, hubo sentimientos de lealtad, pero también una preocupación política, en la sociedad capitalina y especialmente en el cabildo. Como consecuencia surgieron brotes ideológicos de emancipación, lo que llevó a Ignacio Torres a redactar sus «Advertencias precautorias a los habitantes de Chile, excitándolos a conservar su lealtad en defensa de la religión, del rey y de la patria, sin escuchar a los sediciosos que sugieren ideas revolucionarias con motivo de los últimos sucesos de España». El 25 de septiembre de 1808 Santiago juró fidelidad al rey cautivo.




      A juicio de algunos contemporáneos hubo intentos de rebelión que involucraron a miembros de la sociedad chilena de entonces: Juan Antonio Ovalle, José Antonio de Rojas y Bernardo de Vera y Pintado, denunciados como independentistas. Después de un juicio en el que alegaron su inocencia, fueron apresados por García Carrasco, lo que fue considerado una arbitrariedad. Ovalle resumió su posición, para no dejar lugar a dudas sobre sus verdaderas convicciones políticas:




       




      ¿Qué se entiende por independencia? ¿El separamiento [sic] de la metrópoli?; esto no es lícito y siempre se me ha oído decir y probar que no hay derecho para ello con su dinero y su gente […]. Ahora pues si (lo que Dios no quiera) conquistaran los franceses la España, ¿deberíamos estar dependientes de ella? El que dijese que sí merecería la horca, y lo mismo quien diga que debemos sujetarnos a los ingleses: luego la independencia de estos es necesaria y justísima.




       




      La actividad política del reino de Chile continuó con intensidad y con una creciente participación, entre 1808 y 1810, por los sucesos de España y la nueva organización que tenía lugar aun en medio de las dificultades. Así, entre el Consejo de Regencia y las juntas de gobierno, resurgió en Chile la idea de formar un gobierno propio, de acuerdo con las doctrinas de los españoles que igualaban los derechos peninsulares con los de las tierras ultramarinas: «Desde el principio de la revolución —decía el Consejo de Regencia— declaró la patria esos dominios parte integrante y esencial de la monarquía española. Como tal le corresponden los mismos derechos y prerrogativas», considerándolos hombres libres, los americanos podían elegir sus propios diputados a la Cortes.




      Ante esta situación cobró mayor fuerza la idea de una Junta de Gobierno chilena, según planteaban documentos como el Diálogo de los porteros (que se atribuye a Manuel de Salas) y el Catecismo político cristiano (firmado por José Amor de la Patria, pero cuyo autor es probablemente Jaime de Zudáñez, originario de Charcas, aunque otros hablan de la paternidad de Bernardo de Vera y Pintado sobre el texto), representantes del «doctrinarismo político de 1810», en palabras de Jaime Eyzaguirre. Ellos se encargaron de explicar los acontecimientos con argumentos hispanos contenidos en las Siete Partidas, el iusnaturalismo y la escolástica. Destacaban el vínculo que unía a cada uno de los reinos con la Corona de Castilla, así como la doctrina tradicional del poder, según la cual toda autoridad proviene de Dios a través del pueblo; en consecuencia, ante la ausencia de rey el poder volvía al pueblo, que debía procurar una solución a través de los principales hombres de la ciudad o el reino, según disponía la Partida segunda de Alfonso X el Sabio.




      Así se llegó al mes clave, septiembre de 1810. La situación política interna había experimentado un cambio importante cuando García Carrasco fue reemplazado como gobernador por el octogenario Mateo de Toro y Zambrano, conde de la Conquista. Entre tanto se produjo, como destaca Jocelyn-Holt, una lucha «por ganar la limitada opinión pública de Santiago». Desde el Río de la Plata el virrey manifestó su preocupación por el ambiente político de Chile: «Noticias fidedignas con que me hallo, me aseguran de los partidos en que se encuentra dividido ese vecindario, opinando uno por la independencia, otro por sujetarse a dominio extranjero y todos dirigidos a sustraerse de la dominación de nuestro augusto soberano el señor don Fernando VII».




      En 1810 todavía primaba la fidelidad hacia la monarquía por parte de los criollos, quienes no pensaban en la autonomía de su gobierno y menos en la independencia del reino. Sin embargo, hacia mediados de año comenzaron a surgir posturas contradictorias, fundamentalmente en relación a la formación de un gobierno propio mientras durara el cautiverio de Fernando VII. Algunos estamentos promovían el reconocimiento al Consejo de Regencia —la Real Audiencia, algunos miembros de la jerarquía eclesiástica y los españoles de nacimiento—: los criollos más destacados apostaban por el reconocimiento de esa instancia sin prestar juramento; otros eran partidarios de formar una Junta de Gobierno. El núcleo donde estos ideales cobraron mayor fuerza fue el cabildo de Santiago, que fue el escenario en el que germinaron las nuevas ideas y donde se procuró imitar a las juntas provinciales establecidas en la Península y en Buenos Aires.




      El documento doctrinario más importante de esos días fue el mencionado Catecismo político cristiano, que resume los ideales de un sector de la escasa opinión pública que comenzaba a perfilarse en la capital. Reconocía la existencia de diversas formas de gobierno, la monarquía (y el despotismo, su antónimo) y la república, que podía asumir dos variantes: una aristocrática y otra democrática. Es interesante destacar que la república aparece como la fórmula preferida, pues ahí «el pueblo es Soberano, el pueblo es Rey, y todo lo que hace, lo hace en su beneficio, utilidad, y conveniencia».




      En teoría, el Catecismo abogaba por una doctrina tradicional del origen del poder, y respondía que, en ausencia de rey, por muerte o cautiverio, «la autoridad vuelve al pueblo de donde salió […] y el pueblo es el único que tiene autoridad para nombrar o instituir un nuevo Rey, o para darse la forma de gobierno que mejor le acomode a su prosperidad». Éste era el fundamento comentado por entonces en Santiago, que planteaba la necesidad de convocar un cabildo abierto que zanjara la cuestión.




      La llamada a los líderes del nuevo ideario tuvo lugar el 18 de septiembre de 1810, en la sede del Tribunal del Consulado, donde fueron invitadas unas cuatrocientas personas. Una severa vigilancia prohibía estrictamente que ninguna persona «se introdujese a ella sin manifestar la esquela del convite». El objetivo era controlar el proceso de principio a fin, no tener sorpresas desagradables y avanzar, efectivamente, a la formación de la Junta de Gobierno capitalina.




      El procurador del cabildo, José Miguel Infante, explicó la causa de la reunión, pero previamente advirtió a todos los presentes que «cada día se aumentaba más el odio y aversión entre ambas facciones» que disputaban el apoyo local y la imposición de sus convicciones «hasta el exterminio de una u otra». Continuó exponiendo, invocando las Siete Partidas, que «en un caso como el presente de estar cautivo el soberano y no habiendo nombrado antes regente del reino, previene la ley 3ª, título 15, Partida segunda, que se establezca una junta de gobierno, nombrándose los vocales que deban componerla “por los mayorales del reino, así como los prelados, e ricos homes, e los otros homes buenos y honrados de las villas”». Era el mismo criterio que había permitido a los peninsulares organizar sus propias juntas y el Consejo de Regencia.




      El resultado de todo este proceso fue la constitución de una nueva autoridad política para el reino.




      Efectivamente, el 18 de septiembre se formó una Junta de Gobierno presidida por el propio gobernador, el conde de la Conquista, Mateo de Toro y Zambrano. La junta estaba integrada además por José Martínez de Aldunate, obispo electo de Santiago, como vicepresidente, y los vocales Fernando Márquez de la Plata, Juan Martínez de Rozas e Ignacio de la Carrera. A ellos se sumaron después otros dos, Francisco Javier Reyna y Juan Enrique Rosales. Como secretarios fueron designados José Gaspar Marín y José Gregorio Argomedo.




      El juramento de rigor es ilustrativo del sentido original de la junta: «¿Jura Vd. defender la patria hasta derramar la última gota de sangre para conservarla ilesa, hasta depositarla en manos del señor don Fernando VII, nuestro soberano, o de su legítimo sucesor; conservar y guardar nuestra religión y leyes; hacer justicia y reconocer al Supremo Consejo de Regencia como representante de la majestad real?». «Sí, juro», era la respuesta. El mismo principio se reiteraba en el documento oficial de la reunión: el juramento implicaba «defender el reino hasta con la última gota de sangre, conservarlo al señor Fernando VII».




      En todas partes del país hubo una muy buena recepción, con la excepción de Chiloé, adonde aparentemente nadie fue a explicar la situación y cuyo gobernador, Quintanilla, dependiente de Lima, no tenía interés alguno en la formación de la junta. En algunos lugares hubo fiestas que celebraban el primer gobierno nacional. Era un momento crucial donde se mezclaba la presencia de la tradición con las manifestaciones de reforma, según ha precisado Sergio Villalobos. Comenzaba una nueva etapa, lo que Simon Collier llamó «el cambio más cataclísmico» de la historia de Chile.




       




       




      La Patria Vieja




       




      Si la jornada del 18 de septiembre tuvo un marcado acento de fidelidad a la Corona, tanto en los principios como en la renovación de la lealtad al monarca cautivo, casi inmediatamente los hechos tomaron un rumbo diferente y se inició el proceso revolucionario que, como ha destacado François-Xavier Guerra, significó una profunda transformación política y cultural: «Un nuevo vocabulario político y nuevas maneras de pensar al hombre, la sociedad, la autoridad, el gobierno, los valores».




      Pronto comenzaron los cambios, y en materia política el más relevante fue la formación de un Congreso Nacional, de 36 miembros, mediante las primeras elecciones de la historia chilena de acuerdo con las nuevas ideas independentistas. Es interesante destacar dos aspectos importantes de estos comicios. En primer lugar, el coronel español Tomás de Figueroa intentó detener el curso de los acontecimientos en la capital, con un motín finalmente sofocado por los criollos, pero que ilustra la división de pensamientos y acciones vigentes todavía en Chile a comienzos de 1811. Figueroa fue fusilado de inmediato, lo que también reprimió la participación de la Real Audiencia. En segundo término y debido al éxito de las elecciones, el 4 de julio del mismo año se formó el Primer Congreso Nacional, fecha significativa por su evidente relación con la fecha de la independencia norteamericana, cuyos ideales comenzaban a influir en los sectores dirigentes criollos.




      En esa ocasión, fray Camilo Henríquez, llamado a tener una destacada labor en la difusión de las nuevas ideas, pronunció un sermón en el que hacía hincapié en los principios de la religión que en política autorizan al Congreso Nacional a sancionar una Constitución. Declaró que la nación tiene derechos para procurar una Constitución que asegure la libertad y la felicidad y recordó los deberes recíprocos entre los individuos y el Congreso, sin cuyo cumplimiento no es posible alcanzar la libertad y la felicidad públicas. Juan Martínez de Rozas, por su parte, también dirigió unas palabras en las que resumía las virtudes que debían tener los congresistas: «Procurad ser tales que la posteridad os bendiga; aspirad a que las naciones os citen más bien como honrados que como sabios; abrazad con celo los negocios más espinosos, seguidlos con asiduidad y constancia, conducidlos a su fin sin salir de vuestra tranquilidad; haced el bien y limitad vuestras miras a la dulce satisfacción de haber obrado bien; inmolaos generosamente a vuestra patria y ocultadle con destreza los servicios que la hacéis».




      El desarrollo de esta nueva forma de gobierno se vio bruscamente interrumpido por el curso de los acontecimientos, por la irrupción en la escena política de José Miguel Carrera. Éste se encontraba en España durante la invasión napoleónica y había luchado por el rey contra los franceses. En julio de 1811, cinco años después, en un nuevo escenario político, regresó a su país. Una vez en Chile tomó partido por el sector más exaltado y distante de los moderados, por cuanto quería reformas más radicales y, por cierto, liderarlas, como lo hizo en sendos golpes de Estado en septiembre y diciembre del mismo año. Con ello cambió la situación: a fines de 1811 Chile tenía un líder dispuesto a independizar al país, así como a formar instituciones liberales. Mientras duró la supremacía de los hermanos Carrera, el país experimentó un proceso de notables transformaciones: la creación de una bandera chilena, libertad de vientres, imprenta, prensa periódica, el Reglamento Constitucional de 1812. Surgieron asimismo un estilo político más caudillista/personalista y una forma de actuación destinada a tener una presencia importante aunque intermitente en la historia nacional: los golpes de Estado apoyados por la fuerza militar. El predominio de Carrera se extendería durante prácticamente todo el periodo, aunque luego tendría que compartir prestigio y responsabilidades con Bernardo O’Higgins.




      Uno de los factores más importantes en estos cuatro años fue el surgimiento de la prensa chilena. No es que la prensa provocara la revolución, sino que la imprenta se transformó después de los primeros distanciamientos entre España y sus dominios: se convirtió en herramienta para comunicar y legitimar la opinión pública y la revolución desde la nueva tribuna cultural. El primer periódico fue la Aurora de Chile, dirigido por fray Camilo Henríquez, uno de los principales difusores de los ideales revolucionarios: «Está ya en nuestro poder, el grande, el precioso instrumento de la Ilustración universal, la Imprenta», según proclamó en el primer ejemplar de la nueva publicación. Luego ese medio fue reemplazado por El Monitor Araucano, cuyo nombre ilustra el valor que se asignó en esta etapa a la raza mapuche; en sus páginas se publicó un interesante «Catecismo de los patriotas», en el que se clarificaba la existencia de una doble libertad: la nacional, es decir la independencia respecto de otras potencias, y la civil, que consistía en la igualdad ante la ley y la observancia de los derechos del ciudadano. Finalmente, Antonio José de Irisarri, otra de las plumas rebeldes, creó el Semanario Republicano, nacido para «difundir por todos los pueblos que componen el Estado chileno las ideas liberales, los conocimientos útiles y el odio a la tiranía» y que llamaba a dejar atrás cualquier hipocresía y pedía la inmediata independencia del país.




      La prensa desempeñaba funciones múltiples. Era la expresión de la naciente opinión pública chilena, promovía ideales y nuevos conceptos que favorecían el establecimiento de una república, muchas veces aceleraban el proceso con su diatriba, reproducía algunos documentos de gobierno y tenía también una función simbólica presente tanto en sus títulos como en sus numerosos y apasionados artículos. Si se revisa el contenido, lleno de información sobre las formas de gobierno y los derechos de las personas, se advierte la inmensa importancia de la pedagogía cívica presente entre sus tareas fundamentales. La misma idea de libertad de imprenta era un claro reflejo de que Chile había llegado a un nuevo momento histórico que era necesario vivir con intensidad y aprovechar para el futuro.
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